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Exp.- 63/2023/2

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	SEGUNDA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE. 63/2023/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECCIÓN GENERAL DE LA GUARDIA CIVIL DEL ESTADO Y DEPARTAMENTO JURIDICO DE LA GUARDIA CIVIL DEL ESTADO

	MAGISTRADA: MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a trece de octubre de dos mil veintitrés.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 63/2023/2, promovido por el C. **********, contra actos de la Dirección General de la Guardia Civil del Estado y Departamento Jurídico de la Guardia Civil del Estado.
RESULTANDO
I.- Por escrito recibido en éste Tribunal el dieciocho de enero de dos mil veintitrés, el C. **********, por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Dirección General de la Guardia Civil del Estado y Departamento Jurídico de la Guardia Civil del Estado, y por los actos que hizo consistir en:
“El acto que se impugna fue decretado con fecha 14 de diciembre del 2022 (contenido en el oficio **********), por el cese como policía, que fue notificado por parte del jurídico de la Guardia Civil del Estado, por medio de la voz de las autoridades demandadas.”

II.- Por auto de fecha veintisiete de enero de dos mil veintitrés, se tuvo por admitida la demanda de la parte actora, ordenándose correrle traslado a las autoridades demandadas para que contestaran lo que a su derecho correspondiera, ofrecieran, exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos con que se encontraran relacionados.

III.- Por auto de fecha catorce de abril de dos mil veintitrés, , se tuvo a las diversas autoridades demandadas por contestando la misma, por lo que se ordenó correrle traslado a la promovente del juicio para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

Así mismo, y con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes, las siguientes:

A la parte actora: 

1.- Original del oficio **********, de fecha catorce de diciembre de dos mil veintidós, mediante la cual se le notifica la destitución e inhabilitación del cargo o comisión que desempeñaba el actor ante la autoridad demandada.

2.- Instrumental de Actuaciones.

3.- La presuncional legal y humana.
4.- Respecto de la testimonial ofrecida en su escrito de demanda, se requirió para que en exhibiera el interrogatorio relativo a dicha prueba.

5.- Respecto a la confesional mediante absolución de posiciones a cargo del Director del Departamento Jurídico de la Dirección de la Guardia Civil del Estado, no ha lugar a admitirla, toda vez que dicha prueba está excluida a cargo de las partes por absolución de posiciones.

A las Autoridades Demandadas:

1.- Copia certificada de sus nombramientos respectivos.
2.- Copia simple del oficio número ********** signado por la licenciada **********, Jueza Primero Regional de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, que detalla en el apartado II del capítulo de pruebas de su contestación de demanda.

3.- Copia certificada del oficio número **********, de fecha veintidós de febrero de dos mil veintitrés, dirigido a la licenciada **********, Jueza Primero Regional de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, a través del cual el Jefe de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Comandancia de la Guardia Civil Estatal, le socita copia certificada de la resolución recaída en la carpeta de ejecución **********, mediante la cual refiere se sentenció al actor a la destitución e inhabilitación para desempeñar otro empleo, cargo o comisión público por el doble de la pena de prisión impuesta.

IV.- Por auto de fecha dieciséis de mayo de dos mil veintitrés, se tuvo al Jefe de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Guardia Civil Estatal, por sí y en representación del Titular de la citada Guardia Civil, por contestando el requerimiento formulado en el acuerdo de fecha catorce de abril de dos mil veintitrés y por exhibiendo copia certificada de la resolución de fecha seis de febrero de dos mil diecinueve, dictada en la carpeta de investigación **********, instruido en contra de **********, a través de la cual se sentencia al promovente del juicio a la destitución o inhabilitación que reclama en este juicio.

V.- Por auto de fecha veintisiete de junio de dos mil veintitrés, se tuvo a la parte actora por ofreciendo como prueba la testimonial a cargo de dos personas dignas de fe.

Por otro lado, se señalaron las once horas del veintidós de agosto de dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
VI.- En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia final, con la asistencia del autorizado de la parte actora, y de los testigos propuestos por la misma. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas todas y cada una de las pruebas admitidas a las partes dada su propia y especial naturaleza, posteriormente se procedió al desahogo de la prueba testimonial ofrecida por la parte actora, y se dio por concluido el periodo correspondiente. En período de alegatos, se certificó que fueron presentados por ambas partes. Enseguida se hizo constar que no existían pruebas o diligencia pendiente por desahogar, dándose por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción I, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 51 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; puesto que se trata de una controversia de naturaleza administrativa entre un particular como lo es el C. **********, y Autoridades del Estado de San Luis Potosí, S.L.P., que se produce en virtud de una relación administrativa del Actor con el Estado de San Luis Potosí, S.L.P., como integrante de un cuerpo de seguridad pública, conflicto para el cual los invocados numerales le confieren jurisdicción; de acuerdo con el criterio pronunciado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 244 del Tomo III de junio de 1996 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tesis 2ª/J23/96, Novena Época, que a la letra reza:
"COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).- De lo dispuesto por las fracciones XIII del apartado B del artículo 123 y V del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2o. de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refieren a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado."

SEGUNDO.- La personalidad de la Parte Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

En cuanto al interés jurídico de la Parte Actora, está plenamente acreditado con la documental acompañada a su escrito inicial de demanda, consistente en el oficio ********** de fecha catorce de diciembre de dos mil veintidós signado por el Comandante de la Guardia Civil Estatal, mismo que se encuentra dirigido a la parte actora; así como credencial a nombre de la parte actora signada por el Secretario de Seguridad y Protección Ciudadana, en donde lo acredita como Jefe de Grupo (seguridad y custodia), documentales que obran 9 y 11 del expediente en el que se actúa, destacándose que las Autoridades Demandadas al momento de producir su contestación de demanda, admiten la relación administrativa con la parte actora.

Por su parte, el C. **********, en su carácter respectivo, de Comandante de la Guardia Civil Estatal y Jefe de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Guardia Civil Estatal; justificaron su carácter, el primero de ellos con el nombramiento expedido a su favor por el Secretario de Seguridad y Protección Ciudadana, y el segundo de ellos  por el nombramiento expedido por el Director General de Seguridad Pública del Estado, documentales que obran a fojas 25 y 35 del expediente en el que se actúa.

A las referidas documentales se le otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de los actos impugnados que la Parte Actora hizo consistir en:

“El acto que se impugna fue decretado con fecha 14 de diciembre del 2022 (contenido en el oficio **********), por el cese como policía, que fue notificado por parte del jurídico de la Guardia Civil del Estado, por medio de la voz de las autoridades demandadas.”

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido, se tiene que las diversas autoridades demandadas al momento de producir su contestación de demanda, manifiestan que no existe acto atribuibles a ellas, por lo que debe proceder las causales de improcedencia y el sobreseimiento del juicio de nulidad, en virtud de que el actor carece de acción para demandar a dichas autoridades, dado que entre el actor y estas no existe ninguna Litis planteada que afecte los intereses jurídicos o legítimos del actor.
No obstante lo argumentado por las enjuiciadas en su contestación de demanda; esta Sala unitaria considera que dichas causales deben desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustenta, involucra cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio; esto es, constituyen la materia del asunto, al estar estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, de ahí que no puedan analizarse en este momento como una causal de improcedencia y sobreseimiento. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido la Jurisprudencia número P./J. 135/2001 que es aplicable al caso, por analogía, cuyos datos de localización y contenido se reproduce a continuación: 

No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

Por último, y de conformidad con lo establecido en el último párrafo del artículo 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento sin que advirtiera que en la especie se actualizara causal de improcedencia o sobreseimiento alguna, por lo que resulta procedente entrar al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la Parte Actora en su escrito de demanda, se localizan en la foja 5 y 6 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”
SEXTO.- La parte actora hace valer medularmente como conceptos de impugnación los siguientes:

a) Que es causa de agravio y se violan de manera continua en perjuicio del responsable el trato que se le dio en su momento por las autoridades de manera autoritaria, injusta y obscura, siendo que está dando todo de su persona por servir y proteger a su pueblo, siendo que  el derecho a portar algo a su sociedad está reconocido en los artículos 1º, 4º, 123 apartado B de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con relación a lo que menciona la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado y que el Estado Mexicano, se comprometió internacionalmente a respetar entre los que destacan universal y convencionalmente, 22 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, Convención Americana sobre Derechos Humanos, 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales Culturales, Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales.

b) Que se impugna la resolución que se combate en esta demanda debido a que no está apegada a derechos humanos y laborales , que le asisten y debido que en el numeral 1º de nuestra Carta Magna, no establece los derechos humanos como lo es la Seguridad Jurídica la cual incluye a su familia y su persona, que la autoridad responsable no se apega a los derechos humanos de la vida, trabajo, propiedad, seguridad social y jurídica, que deben tener en atención de que deben respetarlos, promoverlos y garantizarlos, siendo que el acto que impugno no se encuentra ninguna consideración de hecho y derechos de lo que consagra este numeral mencionado de nuestra Constitución Federal, bajo los principios de propersona, en extender el criterio y apegarlo a que es un derecho humano para la actora y a consecuencia de lo sucedido, que no garantiza el principio en mención y vulnera los derechos humanos descritos

c) A fin de sustentar la anterior aseveración, resulta conveniente someter la disposición legal controvertida a un test de proporcionalidad, pues toda restricción a una garantía individual debe resistir la aplicación de dicho acto en mención, que es una metodología cuya finalidad consiste en determinar el alcance de un derecho fundamental, para ello resulta necesario realizar diversos controles como la idoneidad, necesidad, y proporcionalidad..


A juicio de esta Sala Unitaria, los conceptos de impugnación que en este acto se analizan resultan ser infundados, ello es así, en razón de las siguientes consideraciones.


En primer término se debe de analizar el contenido del artículo 89 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, mismo que se transcribe a continuación:

ARTICULO 89. La conclusión del servicio de un integrante es, la terminación de su nombramiento; o la cesación de sus efectos legales, por las siguientes causas: 
I. Separación, por incumplimiento a cualquiera de los requisitos de permanencia; o cuando en los procesos de promoción concurran las siguientes circunstancias: 
a) Si hubiere sido convocado a tres procesos consecutivos de promoción sin que haya participado en los mismos, o que habiendo participado en dichos procesos, por causas imputables a él, no hubiese obtenido el grado inmediato superior que le correspondería. 
b) Que haya alcanzado la edad máxima correspondiente a su jerarquía, de acuerdo con lo establecido en las disposiciones aplicables. 
c) Que del expediente del integrante no se desprendan méritos suficientes, a juicio de las comisiones, para conservar su permanencia, y 
II. Remoción, por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones, o incumplimiento de sus deberes, de conformidad con las disposiciones relativas al régimen disciplinario; o baja por: 
a) Renuncia. 
b) Muerte o incapacidad permanente. 
c) Jubilación o retiro. 
d) Inhabilitación impuesta por autoridad competente. 
Al concluir el servicio, el integrante deberá entregar al funcionario designado para tal efecto, mediante acta de entrega-recepción, toda la información, documentación, equipo, materiales, identificaciones, valores u otros recursos que hayan sido puestos bajo su responsabilidad o custodia.
Del artículo anteriormente transcrito, en la parte que nos interesa, señala que la conclusión del servicio de un integrante es la terminación de su nombramiento, o la cesación de sus efectos legales por remoción, por incurrir en responsabilidades en el desempeño de sus funciones o incumplimiento de sus deberes, de conformidad con las disposiciones relativas al régimen disciplinario; o baja por inhabilitación impuesta por autoridad competente. 

Ahora bien, en el caso que nos ocupa se tiene que la parte actora señala como acto impugnado el decretado con fecha catorce de diciembre del dos mil veintidós, con número de oficio **********, mismo que se digitaliza a continuación:
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OFICIO NO. U.A.J./5000/2022.
ASUNTO: NOTIFICACION.

San Luis Potosi, 5. L. P.,a 14 de diciembre de 2022,

C.RUBEN RAMIREZ ALEMAN
JEFE DE GRUPO NO. 55
PRESENTE.-

Con fundamento en lo establecido en el articulo 123, inciso B, fraccion XITI, de la Constitucion
Rolitica de los Estados Unidos Mexicanos; articulo 162 de la Ley Nacional de Ejecucion Penal, y
an cumplimiento al oficio 3424/2022, en la carpeta de ejecucion 122/2019, derivado de la causa
penal 196/2018-2, que remitié el Juzgado Segundo del Ramo Penal, antes 27/2011-4, del fndice del
extinto Juzgado Cuarto del Ramo Penal, se le NOTIFICA:

LA DESTITUCION E INHABILITACION DEL CARGO O COMISION PUBLICOS, POR EL
DOBLE DE LA PENA DE PRISION IMPUESTA EN LA CARPETA DE EJECUCION 122/2019, POR
KL JUEZ PRIMERO REGIONAL DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD EN EL ESTADO,
CONSISTENTE A 6 ANOS A PARTIR DE LA FECHA DE NOTIFICACION.

Lo anterior para los efectos legales a que haya lugar.
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Del oficio anteriormente digitalizado, se desprende que en cumplimiento al oficio ********** en la carpeta de ejecución **********, derivado de la causa penal ********** que remitió el Juzgado Segundo del Ramo Penal, antes **********, del índice del extinto Juzgado Cuarto del Ramo Penal, se le notifico “la destitución e inhabilitación del cargo o comisión públicos, por el doble de la pena de prisión impuesta en la carpeta de ejecución **********, por el juez primero regional de penas y medidas de seguridad en el estado consistente a 6 años a partir de la fecha de notificación.”

Para sustentar lo anterior, la autoridad demandada acompaño al expediente en el que se actúa copia certificada de la Resolución de fecha seis de febrero del dos mil diecinueve, mediante el cual se sentencia a la parte actora **********, a la destitución e inhabilitación para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos, por el doble de la pena de prisión impuesta, es decir por seis años, documental que obra a foja de la 45 a la 90 del expediente en el que se actúa, misma que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código de Procedimiento Administrativos para el Estado de San Luis Potosí, y en donde en su resultando primero en la parte que nos interesa se manifiesta lo siguiente:
PRIMERO: Dentro del proceso penal ********** instaurado en contra de … ********** …, el juez Cuarto del Ramo Penal en el Primer Distrito Judicial del Estado pronuncio sentencia condenatoria cuyos puntos resolutivos fueron los siguientes: …SEGUNDO.- … **********…son plenamente responsable en la comisión del delito  EJERCICIO INDEBIDO DE LAS FUNCIONES PÚBLICAS, siendo lo procedente dictar SENTENCIA CONDENATORIA, en su contra por el señalado delito. TERCERO.- …así mismo se les (sic) destitución e inhabilitación por el doble dela pena de prisión impuesta para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.
Es decir, de lo anteriormente transcrito, se tiene que la parte actora, se le removió de su cargo por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones, decretándose su inhabilitación por autoridad competente, siendo en el presente caso el Juzgado Segundo del Ramo Penal.

Motivo por el cual, esta Sala Unitaria, al considerar que la remoción del C. **********se ubica en la hipótesis prevista por el artículo 89, fracción II, inciso d) de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, se decreta su LEGALIDAD y VALIDEZ de la misma.**********Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción XVII Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado consistente en la baja de que fue objeto la parte Actora C. **********; de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos, expuestos en el Considerando Sexto de ésta Sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por vía electrónica a las Autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
